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R{ZÓN DE, RELATORiA

[,a ¡esolución recaída en el expediente 04078-2014-PA/TC es aquella que declara:
1) FUNDADA en parte la pretensión contenida en el ¡ecu¡so de agravio constitucional,
en consequencia, NULA la Resolución I I l2l4-2006-ONP/DC/DL.19990t
2) ORDENAR clue la ONP efectúe un nuevo cálculo de la aplicación de la Ley 23908 a
la pensión de viudez de Ia parte demalldante y de las pensiones devengadas e intereses
lcgales a paftir de la fccha de la contingencia, esto es, el 8 de junio de 1988, debiendo
descontarse los pagos ya efectuados, conforme a los considerandos 10,11 y 12 del voto
en mayoria: e 3) INFUNDADO el extre¡no refeido a los inc¡ementos de las Cartas
Nomativas 15-ONP-IPSS-90, 17-ONP-IPSS-90. 19-ONP-IPSS-90 conrenidos en el
recurso de agravio constitucional.

Dicha resolución está conibnnada po¡ los votos de los magistrados Sardón de
'faboada, Ledesma NaNáez y Espinosa-Saldaña Baüera, este último convocado para
dirir¡i¡ la discordia suscitada en autos. Se deja constancia que ios magistrados
concuerdan en el sentido del fallo y la resolución alcanza los t¡es votos confor¡nes, tal
como lo prevé el artículo 11, primer párrafo del Reglamento Nomativo del'lrjbunal
Constitucional en concordancia con el artículo 5, cuarto párafo de su Ley Orgánica.

Finalmente, se adjuntan los votos singulares de los magistrados Blume Fortini y
Fenero Costa, quien también fue llamado pa¡a di¡imir la discordia.

.ran rola ¡n¿l
\ s"" de Ia Sala Segunda
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VOTO DE LOS MAGISTRADOS LEDESMA NARVAITZ Y
SARDÓN DE TABoADA

vIS'r'o

' Irl ¡ccu¡so de agravio constitucional intorpuesto por don Pedro Quesquén
Linares sucesor proccsal de doña Rosa Linares Saucedo contra la resolucióÍ de lolio
169, de I¿cha 2l de.julio de 2014, expedida por la Sala Especializada de Derecho
Constitucional de la Cone Superior de Justicia de Lambayeque, que declara quc solo
conesponde, por mandato judicial, aplicat ]a Ley 23908; y,

A'I'¡]NDIENDO A QUE

Iin la elapa de ejecución del proceso de amparo seguido contra Ia Oficina de
Normalización Previsional (ONP) se 1e orclenó a esta que cumpla con ejecutar la
sentencia de vista expedida por la Sala Especializada de Derecho Constitucional de
la Corte Supcrior de Juslicia de Lamba),eque (Resolución 9, folio 38), de fécha 6 de
seticrnb¡e de 2006, que dcclaró fundada en parte la demanda y ordcnó a la ONP l:)l

reajuste de la pcnsión de viudez de la demandante de acuerdo a la Ley 23908, con
cl pago de las pensioncs devengadas, cn caso de que las hubie¡e, más interescs
Icgales que se calcularán desde la 1écha que se produce el agravio constitucional.

2. En crimplimieito del mandato contenido en la sentencia, la ONp expidió la
Resolución I 11214-2006-ONP/DC/DL19990 (folio 42), mediante la cual reajusró
la pensión de viudez de la demandaDte dentro de los alcances de la Ley 23908,
actualizada al I de mayo de 1990 en el monto de S/. 409.83.

3. Mediante escrito de fecha 16 de setiembre de 2011 (folio 96), el recurrente solicita
que se le tcnga como sucesor procesal de la actora, y formula observación a ia hoja
dc liquidación de devengados e inte¡escs legales efectuados por la ONP, pidiendo
que se ervíc ci expediente al depaÍamento de liquidaciones del Juzgado para que
¡calice ¡¡n nuevo cálculo, considerando la aplicación de la tasa de interés legal
efectiva y los aümentos que debió percibir la actora.

El Primer Juzgado Civil, con fecha 20 de sctiemb¡e de 2013 (folio 106) resuelve
precisar que cn el presenle caso solo corresponde, po¡ mandato judiciai, aplicar la
Lcy 23908 y no otros dispositivos lcgales o administrativos y que se remitan los
autos al departamento dc liquidaciones a tin de que se practique la liquidacion
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correspordiente. teniendo en cuenta io dispuesto en la sentencia ejecutoriada (folio
38), por estimar que no debe desvia¡se de 1o establecido en ei precedente de la
scnteDcia recaída en c1 lixpediente 05 I 89-2005-PA/TC pam el caso concrcto,
atendiendo a que el crite¡io de aplicar Ia pensión minima es porquc bcnclicia al
pensionista, al que corresponde aumentar el monto de su pensióD cuando es infé¡ior
a la pensión mínima legal en su tiempo de vigencia, y que no se aplicaria la
mencionada pensión mínima legal si, por efecto de otras disposiciones legales o
administrativas, el monto de la pensió11 ya hubiera superado la mínima vigentc en
cada oportunidad de pago. Con fecha I de octubre la parle demandante interponc
recurso de apelación.

5. Al respecto, y conl'orme a lo dispuesto por el Primer Juzgado (folio 106), el
depalamcnto de Revisiones v Liquidaciones del Poder Judicial, con fecha 13 de
diciembre de 2013, emite el Informe 823-2013-DRL/PJ (folio 120), en cl que
puntualiza que la Resolución 1 11214-2006-ONP/DC/'DL19990 (iblio 42) y las
hoias dc liquidaciót (iblios 43 a 69) se enc¡¡entran auegladas de acuerdo a lo
ordenado cn la sentencia, si se tienc en cuenta que la nueva pensión coítiene los
sueldos y/o ingresos mínimos vitales que corespondían en cada pe odo duralte la
vigencia de la Ley 23908 (del 8 de setiembre de 1984 al 18 de diciembre de 1992).

6. La Sala superior confirma la resolución apelada por similar fundamento (folio 169)
pues estima quc resulta inviable que se incluya en el cálculo de la pensión de
viudcz, aplicando la Ley 23908, otros incrementos prcvistos en dispositivos iegales
distintos a esta norna y que no tie¡en sustento en Ia aplicación de la mencionada
ley. La parte dcmandante conlra el citado auto de vista interpone recutso de agrat io
constilr¡cional (RAC).

7. En su RAC, el demandante solicita que se apruebe el anterior Intbrme pe¡icial 508-
2012-DRL/PJ (folio 105). de fecha 2 de octubre de 20t2, y se envíe el expediente al
departamento de liquidaciones a {in de que se realice una nueva liquidación
lcspecto a las pensiones devengadas e intereses legales desde la lecha dc la
contingcncia (8 de junio de 1988) sin excluir los reajustes e increme[tos de ]as
Cartas Nomativas 15-ONP-IPSS-90. 17-ONP-IPSS-90. 1g-ONP-IPSS-90.

8. En la Resolución 00201-2007-Q/TC, de fecha 14 de octubre, se ha determinado 1o
siguiente:

[...] sobrc la base de lo desarrollado en la IITC 0168-2007-Q/TC, esre Trjbunat
considera que de manera exccpcioñal puede aceplarse 1a procedencia del RAC cuando
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se lrata de proteger la ejecución en sus propios términos de se¡lencias estimatorias
emilidas eü procesos conslilucionales, tanto pam quienes han obtenido uDa sentencia
est¡naloria por paÍe de este Tribunal Constitucional, como para qu;enes Ia han
obtenido del Poder Judicial.
La procedencia excepcional del RAC, en este supuesto, iiene por finalidad resrablecer
el orden juridico constitucional, correspondiendo al 'liibunal valorar el grado de
incümplimienlo de las seDtencias estimatorias expedidas por el Podcr Judicial cL¡anto
éste no cumplc dicha función, devolviendo lo acluado para que Ia insrancia
coüespondienle de estdcto cumplimiento a lo declarado por el Tribunal. Asimismo los
órganos iLrrisdiccionales correspondientes se limiiarán a admitir el recu$o de agravio
constitucional. teniendo habilitada su competencia a este Tribunal ante la negativa del
órganojudicial, a¡avés del recursodcquejaaqueserefiereelarlículol9del Código
Procesal Constitucional.

En el caso de autos, la controve¡sia consiste en determina¡ si en fase de ejecución
de sentencia se desvifuó lo decidido a favol de la recurrente cn el proceso que se a
hecho referencia en el considerando I sarpra.

Tal cor¡ro advc¡timos del R4.C (lblio 179), cn cuanto a Ia liquidación dc las
pelNio¡es devengadas, fluyc de ia Resolución lt 1214-2006-ONP/DC/DL 19990 y
de la hoja de cálculo (lblios 42 a 69) que la ONP el¡ctuó el cálculo del reajuste de
la pensión de viudez de la parte demandante, por aplicación de la Ley 23908,
considerando como fecha de inicio de pago de la pensiól y contingencia el I de
mayo dc 1990, y no la l¡cha de inicio de pago y contingencia de la pensión de
viudez consignada en dicha resolución, asi como en la sentencia en ejecución de
fecha 6 de setiembrc dc 2006, que data del 8 dc junio de 1988, por lo cual, en esle
extrcmo, la ONP no ha dado correcto cumplimiento a la sentcncia er ejecución y a
los precedentes dc la sentencia emitida cn cl Expediente 5 189-2005-PA/TC, por lo
cual, debe procederse a un nuevo cálculo de la pcnsión de la parte demandante co¡
la aplicación dc la Ley 23098, de las pensiones devengadas y los intereses legalcs.
considerando oomo fecl,a de inicio del pago cl de la conlingencia, de fecha 8 de

iunio dc 1988, correspondjcndo devolver los pagos el'ectuados, de ser el caso.

ll. Irn cuanto al pago de los intereses legales. dcbemos mencionar quc estos deben ser
calculados conlorme a la doctrina jurisprudencial vinculante establecida por ei
Tribunal Consti¡ucional en el considerando 20 del Expediente 02214-20114-PAn'C.

12. Col1 relaciór a la aplicación de los aumcntos de las C¿r¡tas No¡mativas 15-ONP-
II'}SS-90, 17-ONP-IPSS-90, l9-ONP-IPSS-90 y del Informe Pericial 508-2012-
DRL/PJ (folio 105), debemos indicar que dichos cuestionamientos, relacionados a
incremenlos por las refc¡idas canas normativas, no guardan relación con lo resuelto
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1. Declarar FUNDADA en parte la pretensión contenida en el recurso de agrario
constitucional, en consecuencia, NULA la Resolución 1 I 1214-2006-ONP/DC/DL
r 9990.

2. ORDENAR que la ONP e1éctúe un nuevo cálculo de la aplicación de la Ley 23908
a la pcnsión de viudez de la pafe demaDdante y de las pensiones devengadas c
inle¡eses legales a paltir de la lecha de la contingencia, esto es, el 8 de junio de
1988, debiendo descontarse los pagos ya efectuados, conforme a los conside¡andos
10.11 y 12 supra.

3. Declá¡ar INFUNDADO el extremo ¡eferido a los incrementos de las Cartas
Normalivas 15-ONP-ÍPSS-90, 17-ONP-IPSS-90, 1g-ONP-IPSS-90 contenidos en
el recur.o dc agravio consrirucional.

SS

I,IiDESMA NARVÁEZ
SARDÓN DE TABOADA

Lo quc

r:n la sentencia de vista de fecha 6 de setiembre de 2006, por lo cual el reclamo de
li parte dem,lndante. en este er¡r<mo. no tiene custcnro.

l)or estas consideraciones, estimamos que se debe
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRtrRA

Coincido con el sentido de lo planteado por Marianella Ledesma y José Luis Sardón de

Taboada, por las razones alli expuestas.

2. Convendría eso si aclarar. como lo he señalado en otras ocasiones, que resulta
redundarlte hablar de doctrina j urisprudencial vinculante. Así, creo necesario añadi¡ las

sigL¡ientes consideraciones en relación a la expresión "doctrina jurisprudencial
vinculante". contenida en el I'r¡ndamento juridico I l:

En efecto, en el presente proyeclo, oolno en olros, se suele hacer referencia a las
expresiones "doctrina jurisprudencial vinculante", "precedente vinculante" o

"precedente constitucional vinculante", entre otras similares.

4. La ]abor deljuez constitucional, que tiene por fin último el reconocimiento y la tutela
de los derechos, debe, precisamente, superar cualquie. dificultad, limitación o

formalidad que dificulte ese quehacer. En esc sentido, debe dejarse de lado cualquier
interpretación lbrmalista de una norma o un concepto. Ademas, debe corregirse en sede
de la interpretación constilucional cL¡alquier lectura lomalista y en puridad
técnicamente incorrecta de la normatividad vigente, máxir¡e si se trata de tutelar los

Es pues, en este contexto, que en aras a la preoisión conceptual quc le correspondc
mantener a este ó¡gano colegiado, y sobre la base de lo dispuesto por nuestra
legislación y por la jurisprudencia del 'l'ribunal Constitucional, la palabra "vinculante"
cn el csccnario de las expresioncs arriba señaladas es innecesaria por redundante.
Incluso puede generar cieúa indeseable confusión, en la medida que podria entenderse
quc algunas de dichas decisiones no tendrian dicho car'ácter.

6. Y es que, debemos tener presente que en el artículo VI del Titulo Preliminar del
Código Procesal Constitucional, i Íne, se establece la flgu.a de la "doctina
jurisprudencial" o de la'lurisprudencia constitucional". Se señala en esta disposiciórr
que:

"Artículo VI.- (... )
(...) Los Jueces interpretan y aplican las leyes o toda no¡ma con rango de ley
y los reglamentos según los preceptos y principios constitucjonales.
conforme a la interpretación de los mismos que resultc de las resoluciones
dictadas por el Tribunal Constitucional".
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7. Como puede apreciarse, cn esta disposición se recoge un mandalo claro y obligatorio
dirigido a los jueces y juezas, de seguir las interp¡etaciones del 'l'ribunal

Constitucional. Siendo así, consideramos nuevamente que la calificación "vinculante"
resultaria redundanle y tendría efectos indeseados, en la medida que dicha erpresión
podría connotar que además existe doctrinajurisprudencial "¡o vinculante".

8. Lo antes dicho, desde luego, no obsta la posibilidad para que, mutatis mutdndis, en vn
determinado caso los jueces o las juezas puedan apartarse del criterio, ¡egla o

interpretación establecida por el 1'ribunal Constitucional. Aquello se materializa a

través de la operación conocida como dis¡izguishing. A mayor abundamiento, esto es
posible siempre que exista una diferencia sustantiva entre lo establecido como
precedente conslitucional o como doctrina j urisprudenc ial y Io alegado o discutido en

el nuevo caso. Empero, asi visto, el dístínguíshíng no resta cntonces en absoluto
elicacia al precedente constitucional o a la doctrina jurisprudencial, y menos aun

cuestiona su obligatoriedad, sino que a través de dicha operación tan solo se determina
que la regla o criterio que estas contiene¡ no sorl aplicables al caso especifico, por estar

t'ue¡a de los alcances allí se regula.

9. Hechas estas salvedades, espero haber dejado en claro por qué, a pesar de estar de

aouerdo con el proyecto de resolución que suscribo, considero que no debió a$egarse
la expresión "vil1culante", conforme ha sido sustentado en este voto.

s.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
4,4'

certifieq¡

cl

Lo qul
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VO1'O SINGULAR DEL MAGISTRADO ERNESTO BLUME FORTINI,
OPINANDO QUE NO CORRESPONDE PRONUNCIARSE SOBRE EL

RECURSO DE AGRAVIO CONSTITUCIONAL, §INO DIRECTAMENTE
REVOCAR EN PARTE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA Y oRDENAR LA

EJECUCIóN Df, LA sENTENCIA CoN EL PAGo DE INTERESES LEGALES
CAPITALIZABLES POR TRATARSE DE DEUDAS PENSIONARIAS

Con el debido respeto por mis colegas magist¡ados, discrepo del volo de mayorÍa, en

cua¡lo res!¡elve: "Declar¿u FUNDADA en partc la pretensión contenida en el recurso de
agravio constitucional (...)", p¡¡es, a mi juicio, lo que cabe es revocar e¡ pa e la
Reso[¡ción 4, de fecha 21 de .iulio de 20i4, emitida por la Sala Especializada en
Dcrccho Constitucional de la Cofte Superior de Justicia de Lambayeque; y ordenar a la
ONP que cunpla con ejecuta¡ la sentencia dc fecha 6 de septiembre de 2006 en sus
propios términos. En consecuencia, corresponde que la ONP electué un nuevo cálculo
dc la aplicación de la Ley 23908 a la pcnsión dc viudez de la par{e demandante, quc lc
abone a esta las pensiones devengadas; y que le paguc los intereses generados utilizando
la lasa legal efectiva. que implica el pago de intereses capitalizables. Asimismo, opino
clue se dcbe conñrmar tal resolución en el extemo refe¡ido a los incrementos de las
Cañas Normativas 15-ONP-IPSS-90, I 7-ONP-IPSS-90 y l9-ONP-IPSS-90.

Fundamcnto el presente volo en las siguientes consideraciones.

Respecto del recurso dc agravio constitucional y el pronunciamicnto del Tribunal
Constitucional conforme con el artículo 202, inciso 2 de la Constitucién

Dl ¡ecurso de agravio co¡tstilucional cs un medio impugnatorio que pe¡sigue la
r-evisión dc la resolución (sentencia o auto) que deniega cn segunda instancia una
prctc¡sión de tutela de de¡cchos l'undamentales. que declara infunda o improcedente
la dcmanda; exclusivo de los procesos constitucionales de tutela de dc¡echos.

2. En tal scntido. una vez interpuesto este medio impugnatorio, cumplidos los
requisitos corrcspondientes y concedido el mismo, se habilita la competencia
jurisdiccional del Tribunal Constitucional para conocer, evaluar y resolver la causa,
sca por cl fondo o por la forma, y emitir pronunciamiento respccto de la resolución
irnpugnada para anularla, revocarla, modificarla, conñrmarla o pronunciarse
dircctamente sobre la pretensión contel da en la demanda.

3. Sobre esto illtimo, Monroy Gálvez sostiene que la impug[ación "es ia vía a través
de la cual se exprcsa nuestra voluntad en sentido contrario a üna situación jurídica
establecida, la que pretendemos no produzca o no siga produciendo efectos
lunorcos

' MONROY GÁI,VEZ, Juan: '^puntes para un es¡udio sobre et recurso de casació¡ en et proceso civit
peruano', cn n4lj¿¿ Pel.rand ¿e Derccho Ptocesal, N.. l, Lima, sepriembre 1997, p.21.

I
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4. En tal sentido, a mi juicio, una vez admitido un recrLrso de agravio constitucional, Io
quc corresponde es resolve¡ la causa expresando una decisión sobre la ¡esolución
(auto o sentencia) impugnada.

5. El recuso de agravio constitucional no es una pretensión en sí, figura propia del
instituto prccesal de la demanda, pues, como bien se sabe, esta última, además de
se¡ el vehículo procesal a través dcl cual se mate aliza el derecho de acción,
contiene una pretensión o petitorio (referido a un conflicto de intereses o a una
ince¡tidumbre jurídica), que es puesto en conocimiento de la judicatura, para
procurar una solución judicial.

6. Confundir un medio impugnatorio co¡ una pretensión o petitorio de demanda no
resulla de ¡ecibo, ni menos se compadece con el signiñcado de conceptos procesales
elementales.

9. Respecto al tipo de interés que coresponde liquidarse en materia pensionaria. y que
cs materia de cuestionamiento materia en el presente caso, soy de la opinión que es
de aplicación la tasa de inte¡és efectiva, que implica el pago de intereses
capitalizables, por las razones que a continuación paso a exponer.

10. En Ia Sentencia 0003-2013-PA/TC. 0004-2013-PI/TC y 0023-2013 -PI/TC, sobre la
[,ey del Presupuesto Público del año 2013, este T bunal Constitr¡cional precisó la

l

7. Si bien es cierto que en el presente caso nos encontramos anle un recurso de agravio
constitucional atípico planteado en la etapa de ejecución de sentencia, no es menos
cierto que, una vez concedido este y elevados los actuados al Tribunal
Constitucional, lo que conesponde es ei análisis de la ¡esolución materia de
impugnación y no del recurso mismo, tal y conforme Io dispone el aÍícuio 202,
inciso 2 de la Constitución Política. Es decir, la revisión de la resolución judicial de
la instancia inférior que ha sido impugnada para emitir un pronunciamiento sobre la
misma, para determiüar si es armónica y concotdante con el cumplimiento de la
senlencia constitucional que se viene ejecutando.

8. Po¡ ello, en el caso de este recuNo de agravio constitucional atípico, el eje de
evaluación no varía, aun cuando el cuestionamiento se plantee en la etapa
postulato¡ia o en la etapa de ejecución de una sentencia constitucional, pues desde
mi perpectiva, la decisión que debe adoptarse, está refe¡ida a la ¡esolución
impugnada. conll¡m¿indola, revocándola o anulándola, según conesponda. Ello sin
pe{uicio que la regulación de este tipo de medio impugnatorio se haya regulado
y desarrollado directamente por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ya
que tal hccho no implica desconoce¡ catego as procesales básicas ni cae¡ en una
mala práctica procesal.

Respecto de los intereses Iegalcs aplicables a las deudas pensionarias a cargo d€l
Est¡do

I
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naturaleza y alcanccs dc las lcyes del presupuesto público, estableciendo,
principalmente, sus características de especialidad y anualidad. Con relació¡ a esto
ilhilno. especiñcó lo siguiente en su fundame¡to 29:

Dada la periodicidad anual de la Ley de Presupuesto, toda disposición legal que ella
coDtenga, cuya vigencia supere, cxpresa o ¡nplicitameñle, el periodo anual respectivo,
o que establezca una vigcncia ilimitada en el tiempo, es per s¿ incompatible con el
aI1ículo 77 de la Ley Fundamenlal, cono igualmente es inconslitucional, por sí mismo.
que en la Ley de Presupucsto se regule un contenido normativo ajeno a la materia
eSt rictamente presupueSt aria.

Dn tal sentido, es claro que el contenido de todas las normas que regula una ley dc
prcsupucsto, solo tiene efectos durante un año; y solo debe regular materia
presupuestaria, pucs son estas dos características adicionales a su procedimiento
de aprobación- condiciones para su validez constitucional a nivel formal.

I 1. La Nonagósima Sétima Disposición Complementaria de la Ley de Presupuesto del
Sector Público para el año iiscal 2013 (Ley 29951), dispone lo siguienrc:

Dispóngase, a pafir de la vigencia de la presente Ley, que el interés que corresponde
pagar por adeudos de carácter prevision¿l es el interés legal ltjado por el Banco Central
de Reserva del Perú. El referido interés no es capitalizable de conrormidad con el
afículo 1249 del Código Civil y se devenga a patir del dÍa siguiente de aquel en que
se produjo el incumplimiento hasta el dia de su pago efectivo, sin que sea necesario
que el acreedor afectado ex¡a judicial o extrajudicialmenre el incumplimienio de la
obligación o pruebe haber sufrido daño alguno. Asimismo, establézcase que ]os
procedimientos adminisrrativos, judiciales en trámite o en etapa de ejecucion, o
cualquier adeudo previsional pendiente de pago a la fecha, se adecuará a Io establecido
en la presenle disposición.

12. En principio, es claro que el mandato cottenido en la citada disposición
complementaria, esluvo vigente durante el año 201i y por Jo tanto. solo podía tener
efectos durante dicho año. esto es desde el 1 de enero al 31 de diciembre de dicho
pcriodo presupuestal.

13. Sin embargo. y como es de verse, su contenido precisa el tipo de interés aplicable a
la deuda pensionaria, es decir, no ¡egula una materia presupuestaria, sino su
finalidad específica es establecer la forma cualitativa del pago de intereses de este
tipo especíllco de dcudas. Esta incongruencia dc su co¡tenido evidencia la
inexistcncia un nexo lógico e innedialo con la ejecución del gasto público anual, y
por lo tanto, una inconstilncionalidad de forma por la mate a regulada.

121. Cabe prccisar que el Sistema Nacional de Pensiones. cn tanto sistema dc
administración estahl de aportaciones dinerarias para contingencias de vejez, sc
solventa. en principio, con la recaudación mensual de aportes a cargo de la Sunat y
la rcntabilidad que produzcan dichos fondos. A ello, se adicio¡an los fondos del
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tcsoro público que cl Ministerio de Economia y !'inanzas aporta y otros ingresos
clue pueda recibir el Fondo Consolidado de Reservas Previsiorales.

15. lr,1 tal scntido, aun cuando la Ley dc Prcsupuesto Público debe inclui¡ el gasto que
supone la ONP como entidad púbiica para su funcionamiento, eilo no termina por
juslificiu. razonablemente, la incorporación de una disposición regulatoria de un
tipo interés especíñco para el pago de la deuda pensiona a, pues la norma en si
lfrisma escapa a la espccial materia regulatoria de este tipo leyes.

16. En ohas palabras, aun cuando es cierto que la ONP como entidad eslatal genera
gaslo pí¡blico que corresponde incluir en la L(]y de Presupuesto (planilla de pago de
trabajadores, pago de servicios, compra de bienes, entre otros gastos); dicho gasto,
e¡ sí mismo. no es ot¡o que cl costo que asume el Estado peruano para la
concrctización del derecho l'undamental a la pensión a lávor de todos los
ciudadanos a modo de garantía estatal, esto cn claro cumplimiento de sus
obligaciones internacionales de respeto de los derechos protegidos por la
Convención Arneric¿rna de Derechos Hunanos y de garantizar su efectividad a
través de mcdidas legislativas u otro tipo de medidas estatales (articulos 1 y 2 de la
Convención Amcricana de Derechos Humanos)-

17. Por ello, la inclusión dc una disposición que regula la forma cualitativa del pago de
los intereses pe¡lsiona os no guarda coherencia con la materia presupuestal pública
a regularsc a través de este tipo cspccial de leyes, lo cual pone en evide¡cia la
existencia una infracción ibrmal quc traduce en inconstitucional la no¡¡gésimil
sétima disposición complenenta a de la Lcy de Presupuesto del Sector Público
para cl año fiscal 2013, pues su texto incorpora a1 o¡de¡amiento jurídico una
materia ajena a la p¡csupuestaria como disposición normativa. Siendo ¡si, su
aplicación rcsulta igr¡almente inconstitucional.

18. En el caso de las deudas pensiolarias reclamadas a propósito de los procesos
constitucionalcs de amparo, se advierte la presencia de dos caracte sticas
pafliculares: a) el restablecimiento de las cosas al estado anterior. El proceso
comlitucional está destinado a restituir las cosas al estado anterior a la lesión del
derecho a la pensión, lo que implica que el juez constitucional además de disponcr
la nulidad del acto u omisión lesiva, debe ordenar a la parte empJazada la emision
del acto administmtivo reconociendo el de¡echo a la pensión a fávo¡ del
demandante; y b) ei mandato de pago de prestaciones no pagadas oportu[amen1e.
En la medida quc cl derecho a la pcnsión genera üna prestación dineraria,
correspondc que dicha restitución del derecho incluya un mandato de pago de todas
aquellas prestaciones no pagadas en su opofiunidad.

19. Esta segunda cualidad particular de las pretensiones pensionarias en los procesos
conslitucionales, a su vez plantea una problemática producto del paso del tiempo: la
pérdida del valor adquisitivo de la ac¡eencia dependiendo de cuan lejana se
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encuentre la lécha de la regularización pago de la prestación pensio[aria. [sta
situación consecuencia directa dcl ejercicio deñciente de las facultades de la ONP
y po¡ lo tanto es imputable exclusivamente a ella genera en el acreedor
pensionario un grado de alliccióÍ prodL¡cto de Ia falta de pago de su pensión, que
supone en el apofiante/cesante sin jubilación no recibir el ingreso económico
necesario para solventar sus necesidades básicas de alimentación, vestido e incluso
salud (sin pensión no hay lugar a prestación de seguridad social), durante el tiempo
que la ONP onrita el pago y se demuestre judicialmente si tiene o no derecho al
acceso a la pensión.

20. legislador mediante la Ley 28266, pr¡blicada el 2 de julio de 2004, inició la
regulación de los intcrcscs previsionales aparejándolos a la tasa de interés legal
hjada por el Banco Ccntral de Reserva del Perú.

[,a cilada disposición cstableció lo siguiente

Establécese que el pago de devengados, en caso de que se generen para los pensiollistas
del Decreto Ley N" 19990 y reginenes diferentes al Decrero l,ey N" 205J0, no podrán
fraccionarse por un plazo mayor a un año. Si se efectuara el fraccio¡¿miento por un
plazo mayor a un año, a la respecliva alicuota deberá aplicársele la lasa de interés legal
fijadaporel BrncoCellrra de Re.erradel Peru.
El Ministcrio de Economía y Finanzas efectúa las provisiones presupuestales a que
haya lugar. (sic)

Como es de verse, para el lcgislador el pago de las pensiones devengadas -no
pagadas oportunamente producto de la demora del procedimiento administrativo de
calilicaciófl o dc la revisión de oficio que superaran en su ¡rogranración
fraccionada un año desde su liquidación, rnerecen el pago adicional de inte¡eses
conl'orme a la tasa tijada por el Banco Central de Reserva del Perú. ,{1 respecto, es
nccesario precisar que el BCR regüla dos tipos dc tasas de interés a fin de
estableccr la ¡el'erencia porcentual quc corresponde imputar a dcudas de naturaleza
civil (tasa de intcrés cfcctiva) y laboral (tasa de interés laboral o nominal), esto en
viftud de lo dispuesto en ei artículo 12,14 del Código Civil y el añículo 51 de su
Ley Orgánica (Ley 26123).

21. Hasta aquí, lo dicho no hace más que identiñcar que las deudas previsionales por
mandato del legislador, vcr,cido ei año de f¡accionamiento sin haberse podido
licluidar en su totalidad. genera un interés por el incumplimiento, pero 7,cuál es la
natr¡raleza j uridica d(-l interés que generan las deudas pensionarias?

22. En nuest¡o ordenamiento juridico, las reglas sobre el incumplimiento de
obligaciones se encuentran establecidas en el Código Civil. Estas reglas aplicables a
las relaciones enlre privados sirven de marco regulato o geÍeral para la ¡esolución
de conflictos o incertidumbres juridicas que se planteen en el desar¡ollo dc dichas
relaciones jLlridicas. Si bien es cieto quc las controversias quc se evalúan a t¡avés
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de los procesos constitucio¡ales no pucden ser resueltas en aplicación del Derecho
Privado, ello no inpidc que el jüez constitucional analice dichas reglas a ñn de

identificar posibles respuestas que coadyuven a la resolución de controve¡sias cn

las que se encuenúen involucrados derechos fundamcntales. Ello. sin olvidar que su

aplicación solo es posiblc si dichas reglas no contradicen los fines esenciales de los
proccsos constitucionales de ga¡antiza¡ Ia p¡imacia de la Constitución y la vigencia
el¡ctiva de los derechos constitucionales laflícr¡lo II del Título P¡elimi¡ar del
Código Procesal Constitucional).

23. Asi, cl artículo l2l9 del Código Civil establece cuáles son los efectos de 1as

obligaciones contraidas entre el acreedor y deudor:

Es efecto de las obligaciones autorizar al acreedor para lo siguiente:
l.- Emplear las medidas legales a fin de que el deudor Ie procure aquello a que está
obligado.
2-- Procurarse la prestación o hacérsela procurar por otro, a costa del deudor.
3.- Oblener del deudor la indemnización correspondienle.
4.- Ejercer los derechos del deudor, sea en vÍa de acción o para asumir su defensa, con
excepción de los que sean inherentes a la persona o cuando lo prohíba Ia ley. El
acreedor para el ejercicio de los derechos mencionados en este inciso, no necesita
recabar previamenle autorización judicial, pero deberá hacer cita¡ a su deüdor en el
j!¡icio que promueva.

En la misma linca, cl añículo ll52 del Código Civil disponc lo siguiente ante ei
incumplimiento de una obligación de haccr por culpa del deudor:

... el acreedor también tiene derecho a exigt el pago de la indemnización que

Finalmcnte, el artículo 1242 del mismo código regula los tipos de interescs
aplicables a las dcudas generadas en el territorio peruano. Así:

El inlerés es compensatorio cuando constituye la contraprefación por el L¡so del dinero
o de cualquier otro bicn.
Es moratorio cuanto tiene por linalid¿d indemnizar la mora en el pago.

24. Como es de ve¡sc, nuestra legislación civil establece como una de las
consecuencjas generales del incumplimiento de obligaciones, el derecho legal a
reclamar una indemnización, y precisa que en el caso de deudas pecuniarias no
pagadas a tiempo, se generan intereses moratorios, cuya ñnalidad es resarcir al
acreedor por la demora en la devolución del crédito.

25. Conforme lo hc precisado sapra, la tutela judicial del derecho a la pensión genem
dos mandatos. uno dcstinado al ¡econocimiento dc la eficacia del derecho por parte
del agente lesivo (ONP), para lo cual se ordena la emisión de un acto administratjvo
cumpliendo dicho i-rnt y otro destinado a rcstablecer el pago de la pensión

EXP. N." 04078-2014-PA/TC
LAMBAYEQUE
ROSA LINARES SAUCI]DO

I



¡¡-O..w
IrilililililIilililI tilil
IIXP. N.' 040?8 201,l'PA/TC
I-AMBAYI]QUE
ROSA I.INARI]S SAI ICI]DO

(prestación económica), lo que implica rcconocer también las consccucncias
económicas generadas por la dcmora de dicho pago a favor del pensionista, a tra\ és

dc una o¡dcn adicional de pago de inte¡eses moratorios en contra del agente lesivo,
criterio establecido en la jurisprudencia dei Tribunal Constitucional desde la
emisión de la Sentencia 0065-2002-P,A/TC.

26. Es impoftante recordar que el derecho a la pensión es de naturaleza alimentaria, por
1o que su lesión continuada, producto de la falta de pago de la pensión, genera una
aflicción ncgativa en los últimos años de vida del apoúante/cesa[te sil jubilación,
dada la ausencia de solvencia cconómica para la atención de sus necesidades
básicas de alimentaoión, vestido y salud. Es cste hecho el que sustenta la orden de

reparación vía la impulacióñ dei pago de ifltereses mo¡atorios.

27. E\ Lal sentido, se aprecia que los intereses que provienen de las deudas
previsionalcs y que son consecuencia directa del pago tardio generado por el
deliciente ejercicio de las competencias de la ONP, son de naturaleza
indemnizatoria, pues tienen por finalidad compensar el perjuicio ocasionado en el
pensionista por el retardo del pago de la pensión a la que tenía derecho, esto por
cumplir los requisitos exigidos por ley y que ha sido demostrado en un proceso
judicial.

28. Ils impoñaüte dejar en claro que el hecho de que Ia ONP a propósito de un
defioiente ejcrcicio de sus lunciones exclusivas de calificación y pago de
prestaciones pensionarias, lesione el derecho a la pensión y como consecuencia de
dicho accjonar o eventual omisión , ge¡ere ur pago lardio de dichas prestsciones.
ello en modo alguno traslada la responsabilidad de dicl'u demora hacia el Fondo
Consolidado de Reservas Previsionales, el Ia medida que en los hechos, este lbndo
es objeto dc administración y no participa ni revisa el ejercicio de las funciones de
la ONP, por lo que no genera ni puede generar acciones ni omisiones lesivas del
citado de¡echo.

Al respecto es necesario precisar que la Ley de Procedimientos Administ¡alivos
Gcneral (Ley 27444), establece la responsabiliclad pat monial de las entidades
públicas al señalar lo siguiente:

Artículo 238.1.- Sin perjuicio de las responsabilidades previstas en el Derecho común
y cn las leyes especiales, las cntidades son patrimonial¡¡ente responsables frenle a los
administrados por los daños direclos e inmedialos causados por los ados de la
administración o los servicios públicos díectamente prestados por aquellas.

ArtÍculo 238.4.- El daño alegado debe ser efectivo, valuable económicamente e
individualizado con relación a un adminislrado o grupo de ellos'z.

f RIBUNAL CONSTITUCIONAL

': ¡l texto ¿e las normas citadas conesponde a la modificatoria i¡troducida por el afÍculo I del Decreto
Legislativo I 029, publicado el 24 de jun io de 200 8.
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29. Es por ello que, únicamente, el citado fondo responde y debe responder a

exclusividad por el pago de la pensión y/o eventuales devcngados y ¡eintegros
provenientes de un nüevo y correcto cálculo de dicha prestación, en tanto que la
ONP dcbc rcspondcr v asumir la responsabilidad del pago de los intereses
gererados por dicho pago tardio (mora), como entidad pública legalnente
competente para calilicar y otorgar el pago de pensiones del Sistema Nacional de
Pensioncs, al scr la rcsponsable de la lesión del de.echo fundamenlal a ia pensión.
Esto quiere decir que la ONP a través de sus fondos asignados anualmente y/o
lbndos propios, es quien debe respondcr por el pago de los intereses generados a
propósito del ejercicio deficiente de sus facultades pam asumir,
indcpcndie¡tcmente, el pago de dicho adeudo, sin que ello afecte al Fondo
Consolidado dc Rcse¡vas Previsionales.

i0. Ahora bien, teniendo en cuenta la naturaleza indemnizatoria de los intereses
previsionales, rls necesado determinar cuál es el tipo de tasa de interés aplicablc
pzra su determinación.

31. El Banco Central de Reserva (BCR), por mandato del artículo 84 de la
Constitución, es el órgano constitucional encargado de regular la moneda y el
crédito del sistema financiero. Asimismo, por mandato del aúícülo 1244 dl¡l Código
Civil, dc la I-ey 28266 y del Decrcto Ley 25920, es el órgano estatal lácultado para
establecer las tasas dc interés aplicables a las deudas de naturaleza civil, previsional
y laboral.

Aquí cabe puntualizar que Ia regulación del interés laboral viene a constituir la
excepción a la regla general del interés legal, dado que por mandato del Deoreto
Ley 25920, el legislador ha prelérido otorgar un tratamiento especiai para el pago
de intereses generados po¡ el incumplimiento de obligaciones laborales a fin de
evitar un pcrjuicio económico al empleador con relación a la inversión de su
captal. fin constitucionalmente valioso tan igual que el pago de las deudas
laborales. Sin embargo, esta situación particular, no encuentra justillcación similar
cn el caso de deudas previsionales, en la medida que el resarcimiento del daño
causado al derecho a la pensión no alecta una inversión privada ni el Iondo
Consolidado de Reservas Previsionaies, conforme lo he precisado en los
considerando 28 y 29.

12. Teniendo ello en cuenta, se aprecia que el interés moratorio de las deudas
previsionales, en tanto el pago de pensiones no p¡ovienen de acreencias producto de
un contrato suscrito a voluntad entre el Estado y el aportante (deudas civiles), nj de
una relación laboral, será aquel determinado por el Banco Central de Reserva
(BCR) a través de la tasa dc interés efectiva, en atención a lo establecido en la Ley
precitada 28266. Cabe indicar asimismo, que dada la previsión legal antes
mencio¡ada, los intercses previsionales tampoco se encuentan sujetos a la
limitación dcl aflatocismo regulada por el articulo 1249 del Código Civil, pues
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dicha disposición es exclusivamente aplicable a deudas provenientes de pactos

entre privadosj y su hipotética aplicación para la resolución de controversias en las
que se vean involucrados de¡echos fundamentales, carece de sustento constitucioral
y legal.

33. Po¡ estas razones la deuda pensioÍaria como manifestación material del derccho a

la pensión debc scr cntcndida como el goce de una prestación con valor adquisitivo
adecuado con la nroneda vigente, pues desconocer la naturaleza valorisla de una
deuda pensionaria implica una lbrma de menosoabo a la dignidad del adulto mayor,
en su lbnna más básica como lo es la manutención propia. Más aún. si se considera
que el derecho a la pensión comprende el derecho al goce opoñuno de la prestación
pensionaria; situación que implica el pago de una mensualidad acorde al valor
nloDetario vige¡te a la fecha de su cancelación. No un pago que suponga la pérdida
de su valor adquisitivo, aun cuando el deudor sea el Estado. Lo contrario implica
generar una política lesiva al principio-derecho de dignidad del adulto mayor, que
se traduce en olorgar prestaciones carentes de solvencia en el mercado para la
adquisición y pago de cuestio¡es elementales y básicas.

Scntido dc mi voto

Iln tal sentido, mi voto se porque se revoquc cn parte la Resolüción 4, de lecha 2l de
julio de 2014, en-ritida por la Sala Dspecializada en Derecho Constitucional de la Coñe
Supcrior de Justicia de Lambayeque; y ordenar a la ONP {lue cumpla con ejecutar la
scntcncia de t'echa 6 de sepliembre de 2006 cn sus propios térmiÍos. En conseuuencia,
correspondc quc Ja ONP efectúe un üuevo cálculo de la aplicación de la Ley 23908 a Ia
pensión de viudez de la parte demandante, que le abone a esta las penstolres
dcvcngadas; y que le pague los intereses gcnerados utilizando la tasa legal efectiva, que
implica el pago de intcreses capfalizables. Asimismo, opino que se debe confirmar tal
rcsoh¡ción en el extremo rel¿rido a los incrementos de las Cafas Normativas 15-ONP-
IPSS-90, 17-ONP-IPSS-90 y l9-ONPJPSS-90.
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VOTO SINGUT,AR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con el dcbido respeto por mis coleges magistrados, disiento de la parte rcsolutiva del
volo en mayoria, emitido en el presente proceso, promovido por doña Rosa l,inares
Saucedo contra la Oficina de Normalización Previsional, sobrc <lereoho pensionario, cn
la parte que resuelve: "Declarar FUNDADA en parte la pretensión contcnida en el
rccurso de agravio constitucional". Pues. considero que lo que corresponde cs revocar
direclamente Ia ;mpugnada resolución dc aecha 2l dc iulio de 2014 (f. 169). cmitida en
etapa de eiecución de sentencia por la Sai¡ Especializada en Derecho Cunstitucional de
la Cofle Superior de Justicia de Lambaveque, y ordcnar a la entidad demandada efectué
un nuevo cálculo de la pensión de viudez de la actora de acuerdo a la Ley 2J90g. con cl
pago de los devengados y sus respcctivos intcrcses legales a parlir de Ia leoha de la
conlingencia, eso es, a partir del 8 dejunio de lg88 -con el rcspectivo descüento de los
pagos efectuados, de ser el caso-, y confirmar el extremo referido a que no corresponde
incluir en el cálculo de Ia pcnsión de viudez otros incrementos previstos en dispositi\,os
distintos a la citada Ley 23908. cot.l.lo son las carfas normativas, debido a que no
guardan relación con Io resuelto en la sentcncia de fécha 6 de seticmbre de 2006 (f. 3g),
malcria dü ci(aución. ) nu emitir prunltnci¿mienlo alguno sl,bre cl recur.o clc agrc\to
constiolcional, cu¡ra concesión habilitó la inrerrrncion dcl Tribunal (onstitucioiirl. y
discrepo del voto del magistrado Blu¡nc lortini pucs considero que los inlereses
aplicables a las dcudas pensionarias no son oapitalizables, de coniormidacl con lo
establecido en el auto emitido en el Expediente 022]l1-2014-pAllc, que constituyE
dockina jurisprudencial.

El rccurso de agravio constilucional (RAC) ell favor de la ejecüción de üna
sentencia constitucional esaim¡toria

l. l,a Constitución de t993 prescribe que el Tribunal Const¡tucional constiluyc
instancia de fallo. Ya antes, la Constitución de 1979, por primcra vez en ¡ueslra
historia, dispuso la creación de ún ótgano ad hoc. indcpe¡tdiente del poder Judicial.
con la tarea de garantizar Ia supremacía constitucionat y la vigencia de los dercchos
flndamentalcs

2. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por cl 'l'ribunal Constitucional si no es oon grave violaciSn rJe sus
disposiciones, pues si bien es cl intérprete supremo de la Constitución, no es su
reformador, ya quc cot¡o órgano constituido también está sometido a ella.

3. De conlormidad con los a¡.ticulos l8 y 20 del Código procesal Constitucional, el
Tribunal Co¡stitucional no "concede" el RAC. Esta es una competencia de la Sala
Superior dcl Poder Judicial. Al Tribunal le corresponde, una vez admitido el RAC,
conocerlo y pronunciarsc sobre la resolución (auto o scntenoia) cuestionada. por
ende, no le ha sido dada la competencja de rcchazar dicho recurso, sino por cl
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contrario dc "conocer"
indelensión.

4. En ese sentido, corresponde señalar que el Tribunal Constitucional a través de su
jurisprudencia ha ratificado la importancia de Ia efectividad del rJerecho t¡ue
corrcsponde a toda perlona a Ia eje!ución de las decisiones .judicialcs en los términos
qr¡e i'uerñn di!tadas , I cstablecio supuestos para Ia procedencia del RAC que
coadyuven a dicho objetivo. Asi tcnemos: i) c1 RAC en favor de Ia ejecución de una
sentencia constilucional estimatoria emitida por el poder Judioial (RTC 00201_2007_
Q/TC); ii) el RAC en favor de la ejecución de una sentencia estimatoria emitida por
el Tribunal Constitucional (R'fC 00168-2007-e/TC, modificada parcialmente con la
sTC 0004 2009-PAn C).

5. En el presente caso! nos encontramos ante un RAC planteado en la ctapa de
Eecuc;ón de una sentencia, donde, una vez concedido y elevados los actua;os al
Tribunal Conslitucional, corresponde a éste el análisis de la resolución materia de
impugnación y no del recurso mismo, es decir, del RAC. por lo tanto. desde mi
perspectiva, la decisión dcbe estar relerida a la itnpugnada, confirmándola.
revocándola o anulándola, según corresponda.

S.

t\n/w7

Io que la parte alega como un agravio que le causa

'ctr. stc ozszz zoos,rcrTc, ru a

Lo quc ce¡t¡frca:


